Ampliación del Alegato

Presentado el mismo por nuestros representantes el día viernes 24/06/2016 ante el tribunal arbitral:
Partes: Despachantes de aduana c/ los vendedores, los transportistas, y la empresa consignataria de la terminal portuaria.
Objeto y Fundamentación:
Nosotros los despachantes de aduana nos desligamos de toda responsabilidad en cuanto al daño ocasionado a la mercadería en cuestión, toda vez que nuestra tarea no se basa en el pesaje de la misma dado que nosotros solo somos intermediarios entre el cliente y la aduana, somos los únicos que podemos emitir la documentación válida para la aduana, para justificar la mercadería que se exporta o importa, esa es la función del despachante de aduana.

En cuanto al caso concreto en disputa la pregunta es ¿quien se hace responsable de la rotura de la lancha o Yate?

A nuestro entender la respuesta es: la empresa que es la consignataria del puerto es la responsable por los daños que haya sufrido la lancha y si bien nos quieren culpar como responsables solidarios por no controlar el peso real de la misma, nosotros hemos consultado con la aduana de origen de donde partió la lancha y con los despachantes del otro país justamente nos aseguramos que ese fuese el peso real, en tal caso responsabilizamos a “Yatemar S.R.L. la empresa vendedora del yate”, quien nos brindó información errónea, por negligencia, error u omisión de los datos verdaderos del bien a transportar, dado que todo lo que sale de cualquier puerto se pesa porque esa es la única forma de saber cuales son las dimensiones exactas, entiéndase por dimensiones, peso, volumen y longitud  de carga con lo que sale un barco o buque del lugar de origen, es así que el puerto de donde salio el buque debe o debía haber pesado la lancha nuevamente antes de que saliera y esa información fue chequeada por el despachante de ARGENTINA, es decir, que nosotros como despachantes en este acto responsabilizamos también al Puerto de origen, ya que ellos actuaron de una forma inoperante, sin tener en cuenta los daños que podían causar, pues a nosotros quien nos paso mal los datos fueron los vendedores y el puerto de donde salio la lancha, con lo cual no nos responsabilizamos por la conducta temeraria y maliciosa de los mismos, teniendo en cuenta que estos envíos se hacen y se cobran según el peso, mientras mas pesado mas caro, con lo cual hemos chequeado bien la información, por lo que la mercadería a transportar se debe pesar al salir de fábrica, lo que constará en los contratos y facturas de compra-venta. 
Es así que llegamos a la conclusión de que: “el vendedor mientras menos pague por la mercadería mejor, y el seguro tampoco se haría cargo porque la información también estaba mal declarada para el seguro” 
Al comparar el seguro de la lancha con un seguro de automóvil, encontramos que es igual, porque si se falsifica información el seguro del automotor no lo cubre, si bien en el caso de la lancha los seguros de exportación son mas complejos que los de un automóvil, pero en si son básicamente lo mismo, LA INFORMACION TIENE QUE SER EXACTA y  FIDEDIGNA.
Por tal motivo nos desligamos de toda responsabilidad, pues lo nuestro es solo gestionar los permisos basado en las regularizaciones nacionales e internacionales de exportación e importación. 

Por ello hacemos recaer la culpa en el vendedor en particular y principal por haber ocultado información esencial para el traslado de dicha mercadería, en la misma hacemos constar la complicidad de la empresa naviera en el ocultamiento de esta información, así como también contra la empresa consignataria del Puerto por acción u omisión de los estándares de responsabilidad y de seguridad, de las normas ISO 9001 (elaborada por la Organización Internacional para la Normalización (ISO), determina los requisitos para un Sistema de Gestión de la Calidad (SGC), se aplica a nivel interno en las organizaciones, sin importar si se trata de productos o servicios y es válida tanto para organizaciones públicas como para empresas privadas) e IRAM de gestión y calidad. 
Al respecto adjuntamos la siguiente jurisprudencia:


09/10/13, TEVELAM S.R.L. (TF 22.427-A) C/DIRECCIÓN GENERAL DE ADUANAS
“…se presume sin admitirse prueba en contrario (presunción iuris et de iure) y al solo efecto tributario que la mercadería ha sido importada a consumo, con carácter de deudor principal el transportista o su agente de transporte y como deudores subsidiarios, los cargadores, los que tuvieren derecho a disponer de la mercadería y los beneficiarios del régimen, todos ellos en forma solidaria, encontrándose facultados a invocar el beneficio de excusión, conforme Art. 312 C.A. 

El Art. 315 exime de dicha responsabilidad, en el caso que el hecho hubiese sido comunicado conforme lo establecido en el Art. 308 C.A., siempre que la causal invocada se acredite debidamente ante el servicio aduanero y que pese a que la mercadería no pudiere ser recuperada por su propietario no pudiere ser empleada por un tercero, v. gr. ,. 

La intención del legislador en la disposición del artículo mencionado, fue evitar que la mercadería arribada al país bajo este régimen, fuere utilizada con una finalidad económica, sin el pago de tributos que correspondieren a su nacionalización, estableciendo así en el ya mencionado Art. 312 C.A., la calidad de los deudores principales y subsidiarios para dichos supuestos (Arts. 310 y 311 C.A.). 

Asimismo aconsejó en el marco de una interpretación prudente y conforme al criterio fijado por dicho Tribunal en materia de presunciones iuris et de iure, distinguir situaciones tales como, descuido en el control de la carga, apartamiento del itinerario fijado, conducta que pudiere considerarse en connivencia, de aquellos casos en los cuales se hubiere cumplido con todos los deberes inherentes a la custodia de la mercadería durante el transcurso del tránsito.
Conclusión del Alegato: volviendo al caso en cuestión también podemos hablar incluso de un posible fraude al fisco, dado que al pesar menos la mercadería el valor de los impuestos aduaneros disminuyen y se podría hablar también de una posible intencionalidad al haber aportado datos erróneos, no para el daño de la misma sino mas bien para abaratar costos, por lo tanto dejo abierta la posibilidad a los compradores y la aduana argentina para investigar si el hecho de haber aportado datos inexactos haya sido intencional, dado que desde luego los despachantes de aduana obramos de buena fe, ya que el Art.36 del C. A., define quienes son despachantes de aduana y cuales son sus funciones. (Corte sup. 01/09/1998- Centro despachantes de aduana v. Estado Nacional –v- 1er párrafo).
En relación a ello nos basamos también en el fallo SIQUIER, ENRIQUE F. S/ 863, T.O.P.E. Nº 1, CAUSA 78/96 
“…A dicho fin, la importadora encomendó el trámite de la aludida transacción comercial a la firma "Conasiq S.A." la que se encargó de preparar y confeccionar toda la documentación necesaria a efectos de cumplimentar la operación aduanera.-
Fue entonces en tal quehacer que se conformaron los referidos despachos aduaneros, declarándose, como base global imponible un valor extremadamente inferior al que correspondía en función de la operación realmente efectuada, circunstancia ésta que en franca elusión del contralor aduanero, permitió abonar un monto reducido en casi la mitad por concepto de I.V.A., derechos y estadística.-“. 

